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I. Introducción

Hoy en día los derechos humanos deben ser conocidos y reconocidos por 
todos, es decir, no sólo deben ser analizados desde la perspectiva estricta-
mente de los especialistas en la materia, debido a sus propias características 
y al carácter de la universalidad de estos derechos, sino que, además, deben 
convertirse en las nuevas reglas de convivencia de una sociedad, sin que 
tengan que mediar fronteras. Ya lo ha af irmado Sergio García Ramírez, al 
llamar a los derechos humanos como un asunto “explosivo y expansivo”;1 
la explosión ha sido producto del trauma que se produjo al cabo de la 
Segunda Guerra Mundial y del consecuente fervor tutelar que aquél trajo 
consigo. Después de esta conf lagración se presentó un cambio radical: el 
desarrollo del derecho internacional de los derechos humanos hizo que 
éstos no fuesen vistos más como un asunto doméstico; por el contrario, 
los individuos pasaron a ser sujetos del derecho de gentes, dotados con la 

1   García Ramírez, Sergio, La jurisdicción internacional. Derechos humanos y la justicia 
penal, México, Porrúa, 2003, p. 2.
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286 GLORIA MARGARITA PUENTE

posibilidad, potencial o actual, de acceder a la justicia internacional. El 
Estado ya no puede disponer a su arbitrio de los individuos que se hallan 
bajo su jurisdicción y, lo que es más importante, bajo su imperio en más de 
un sentido: de jure y de facto.

También respecto a la internacionalización de los derechos humanos,2 
forma el más poderoso escudo protector del ser humano, con doble cober-
tura, íntimamente comunicada: una pretende abarcar el mundo entero, y 
por este medio a la humanidad en pleno, un antiguo sueño ecumenista; 
otra recoge y refuerza la tutela en los planos regionales, con lo que concilia 
la “idea general” con la “realidad regional”, y de esta manera acoge las 
pretensiones universales y reconoce y respeta las tensiones regionales, que 
es preciso advertir y admitir. Lo interesante y decisivo, af irma García Ra-
mírez, es que las fronteras nacionales han sido trascendidas precisamente 
en la materia en que esa trascendencia puede tener la más penetrante ef ica-
cia: los temas jurídicos radicales del ser humano. 

La internacionalización de los derechos humanos ha generado cuatro 
sistemas de protección para los mismos, siendo el global el de las Naciones 
Unidas, y los regionales el de Europa, América y África. Así, en el presente 
estudio abordaremos lo referente a uno de estos sistemas, como lo es cono-
cimiento de la jurisprudencia de los casos en los que el Estado mexicano 
ha intervenido ante la Corte IDH y su relación con la doctrina del margen 
de apreciación.

II. México y la competencia de la Corte IDH

Antes de entrar al análisis puntual de la teoría del margen de aprecia-
ción, es importante señalar que México tiene muy poco tiempo, compara-
tivamente hablando, con respecto a otros países en cuanto a la aceptación 
de la competencia de la Corte IDH, de ahí que sea poca la jurisprudencia 
existente, citando como parte de los antecedentes lo siguiente: 

México ratif ica el Pacto de San José el 24 de marzo de 1981, con dos 
declaraciones interpretativas, una referente al derecho a la vida corres-
pondiente al párrafo 1 del artículo 4o., y la otra relativa a la libertad de 
conciencia y religión en el artículo 12 de dicho instrumento, así como una 

2   Ibidem, p. 6.
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reserva al artículo 23, párrafo, 2 de los derechos políticos. Sin embargo, 
en aquél momento no reconoció la competencia contenciosa de la Corte.3 

El instrumento de aceptación de la competencia contenciosa de la Corte 
fue depositado ante el secretario general de la OEA el 16 de diciembre de 
1998 y dicha declaración4 fue publicada en el Diario Of icial de la Federación el 
24 de febrero de 1999.5

Tal y como lo establece la propia CADH en su artículo 62, el reco-
nocimiento de la competencia contenciosa de la Corte se realiza por los 
Estados parte a través de una declaración; sin embargo, exponemos aquí 
algunas de las peculiaridades de la declaración emitida por México, ya 
que guarda relación con el posicionamiento del Estado mexicano en algu-
nos casos contenciosos, como lo veremos más adelante. Esta declaración 
de aceptación en todos los países se interpreta que no debe implicar un 
cambio fundamental de los términos en que fue ratif icada la CADH, pero 
esto no fue interpretado así por el gobierno mexicano, ya que México en 
su declaración pretende hacer una reinterpretación de los términos en que 
fue aceptada la Convención. Dichos términos de la declaración son los 
siguientes:

1)	 Los Estados Unidos Mexicanos reconocen, como obligatoria de ple-
no derecho, la competencia contenciosa de la Corte IDH, sobre los 
casos relativos a la interpretación o aplicación de la CADH, de con-
formidad con el artículo 62.1 de la misma, a excepción de los casos 
derivados de la aplicación del artículo 33 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.

2)	 La aceptación de la competencia contenciosa de la Corte solamen-
te será aplicable a los hechos o a los actos jurídicos posteriores a la 
fecha del depósito de esta declaración, por lo que no tendrá efectos 
retroactivos.

3)	 La aceptación de la competencia contenciosa de la Corte IDH se 
hace con carácter general, y continuará en vigor hasta un año des-

3   Cabe señalar que en la actualidad sólo persisten la primera declaración interpre-
tativa, y en la reserva se eliminó la restricción al voto activo de los miembros de culto.

4   Internamente a la declaración de la aceptación de la competencia de la Corte se 
le dio el tratamiento de un tratado internacional, por lo que se llevó a cabo el procedi-
miento establecido por el artículo 133 constitucional.

5   Rodríguez Huerta, Tania, Tratados sobre derechos humanos. El sistema de reservas, Mé-
xico, Porrúa-ITAM, 2005, pp. 84 y 85.
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pués de la fecha en que los Estados Unidos Mexicanos notif iquen que 
la han denunciado.

Si realizamos una interpretación correcta del artículo 62.1 de la Con-
vención, según lo que establece la Convención de Viena (artículos 31, 32 y 
33), parece que dicho artículo no permite la celebración de ningún tipo de 
reservas como la que se pretende. Independientemente de las considera-
ciones particulares que tengamos sobre la aplicación del artículo 33 consti-
tucional en materia de derechos humanos,6 la aceptación de dicha reserva 
llevaría implícita la reserva por parte del gobierno mexicano de una serie 
de derechos consagrados en la Convención para el caso de los extranjeros. 
Es decir, implicaría reservas a la CADH misma de los artículos 1o. (obli-
gación de respetar los derechos), 2o. (deber de adoptar disposiciones de 
derecho interno), 8o. (garantías judiciales), 13 (libertad de pensamiento y 
expresión), 24 (igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial), entre otros. 
Esto no es posible de acuerdo con el derecho de los tratados, ya que las 
reservas a los mismos solamente pueden ser hechas en el momento en que 
el Estado manif iesta su consentimiento en obligarse por el tratado, y dicho 
consentimiento lo manifestó México en 1981, además de que va en contra 
del objeto y f in del tratado.7

Lo anterior lo señalamos, ya que resulta ilustrativo bajo qué condiciones 
México estaba aceptando la jurisdicción ante la Corte IDH, es decir, de 
entonces a la fecha hemos podido observar los cambios respecto al posi-
cionamiento que guarda el Estado mexicano no sólo ante la aceptación 
gradual de la competencia, sino hasta llegar, en los casos del año pasado, a 
aceptar el reconocimiento de la responsabilidad internacional respecto a la 
violación de algunos derechos humanos.

6   De acuerdo con la Cancillería, son muy pocos los casos en los que se aplica el 
artículo 33, y, en los demás procedimientos previstos por la Ley General de Población, 
sí se respeta la garantía de audiencia, lo cual en la práctica es realmente relativo, ya 
que tanto las disposiciones legales como reglamentarias de la materia permiten una 
actuación discrecional de la autoridad. Por otro lado, la utilización de términos como 
“permanencia inconveniente” y “extranjeros perniciosos”, cuyo contenido es determi-
nado por la autoridad, producen una gran inseguridad jurídica.

7   Ibidem, p. 86.
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III. El Estado mexicano ante la Corte IDH 
y la doctrina del margen de apreciación

1. El margen de apreciación frente a México

La teoría del margen de apreciación no ha sido citada explícitamente 
en los casos en los que México ha sido involucrado; sin embargo, podemos 
observar que implícitamente se han elaborado algunas consideraciones, 
obviamente tomando como referencia el derecho interno, por lo que re-
sulta de gran interés el que podamos analizar algunos de los argumentos 
presentados por el Estado mexicano. Así es que podemos observar que 
son aproximadamente 12 años en que México ha participado de manera 
activa con la aceptación de la competencia de la Corte. Hasta esta fecha se 
han presentado 6 casos contenciosos, siendo los siguientes: i) Alfonso Mar-
tín del Campo Dodd (2004); ii) Castañeda Gutman (2008); iii) González y 
otras “Campo Algodonero” (2009); iv) Radilla Pacheco (2009); v) Fernán-
dez Ortega y otros (2010); vi) Rosendo Cantú y otra (2010), y vii) Cabrera 
García y Montiel F lores (2010).

En este informe pretendemos analizar cada uno de los casos interpues-
tos por la Corte, por lo que respecta al posicionamiento del Estado mexi-
cano, para poder establecer alguna relación con la teoría del margen de 
apreciación. Cabe señalar que de estos seis casos, en tres ocasiones México 
ha reconocido la responsabilidad internacional, que mencionaremos en su 
momento.

Se han presentado dos opiniones consultivas: el derecho a la informa-
ción sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido 
proceso legal (opinión consultiva OC-16/99, del 1 de octubre de 1999), y 
la condición jurídica y derecho de los migrantes indocumentados (opinión 
consultiva OC-18/03, del 17 de septiembre de 2003).

También la Corte ha tenido a bien emitir 11 medidas provisionales. 
Citamos aquí la fecha de la última resolución, en los siguientes asuntos: i) 
Digna Ochoa y Plácido y otros, 28 de agosto de 2001; ii) Centro de Dere-
chos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez y otros, 20 de abril de 2004; iii) 
Castañeda Gutman, 25 de noviembre de 2005; iv) García Uribe y otros, 2 
de febrero de 2006; v) Gallardo Rodríguez, 11 de julio de 2007; vi) Pilar 
Noriega y otros, 6 de febrero de 2008; vii) Leonel Rivero y otros, 25 de 
noviembre de 2008; viii) Pérez Torres y otros “Campo Algodonero”, 6 de 
julio de 2009; ix) Rosendo Cantú y otra, 2 de febrero de 2010; x) Fernández 
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Ortega y otros, 23 de noviembre de 2010, y xi) Alvarado Reyes y otros, 1o. 
de abril de 2011.

Respecto a la supervisión de cumplimiento de sentencias, la Corte ha 
emitido tres resoluciones siendo las que a continuación se mencionan: i) 
caso Fernández Ortega y otros, 25 de noviembre de 2010; ii) caso Rosendo 
Cantú y otra, 25 de noviembre de 2010; iii) caso Castañeda Gutman, 1o. 
de julio de 2009.

Retomando las consideraciones a la doctrina del margen de aprecia-
ción, podemos señalar que el Estado, históricamente, ha aparecido como el 
principal responsable de la actividad de sus agentes en materia de violación 
a los derechos humanos. En el plano estatal pueden distinguirse distintos 
supuestos por violación de los derechos humanos:

a)	 Responsabilidad del Estado ante los organismos supranacionales de 
protección de los derechos humanos.

b)	 Responsabilidad por violación de los derechos humanos por entes o 
grupos privados (poderes no estatales); es decir, poderes o mecanis-
mos provenientes de la sociedad civil: caso de terrorismo, de perjui-
cios causados al medio ambiente, al derecho al desarrollo, a la sobe-
ranía política y económica.8

Así como ya ha sido planteado, el margen de apreciación nos permite 
acudir a la posibilidad de un asunto que ha llegado al conocimiento de una 
jurisdicción internacional no sólo reconozca, sino que valore las conside-
raciones que se han tenido en cada uno de los Estados para juzgar en su 
momento los hechos que generan los casos planteados, para los efectos de 
este análisis, ante la Corte IDH.

2. Casos contenciosos en los que ha participado México ante la Corte IDH. Referencia 
a la teoría del margen de apreciación

Como ya se estableció, el Estado mexicano se ha visto envuelto en seis 
ocasiones, hasta el momento, como demandado ante la Corte IDH, por 

8   Véase Biscaretti Di Ruff ia, Paolo, Derecho constitucional, Madrid, Tecnos, 1987; 
Navia, Niceto, “La jurisprudencia de la Corte Interamericana de derechos humanos 
sobre la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados en su aplicación a 
la Convención Americana sobre derechos humanos”, Derechos humanos en las Américas, 
Washington, OEA, 1985; Díaz Müller, Luis, Derecho internacional de los derechos humanos, 
Porrúa, 2006, pp. 17 y 18.
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violaciones a diferentes derechos establecidos en la CADH. Para los efectos 
del presente estudio nos hemos permitido ubicar por el año en que han 
sido emitidas las sentencias, para realizar los respectivos comentarios con 
relación al margen de apreciación en los citados casos.

A. Caso contencioso ante la CIDH en 2004

Por lo que ref iere al primer caso contencioso presentado en contra del 
Estado mexicano, podemos referir que existe un reconocimiento al margen 
de apreciación en la sentencia dictada por la Corte, aunque no explícita-
mente citada por el Estado, cuando con relación al reconocimiento de una 
cuarta instancia, tomando en consideración el establecimiento de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se ref iere:

El 21 de julio de 2000 el Estado presentó un escrito en el cual manifestó, entre 
otras cosas, que “no existe violación a los derechos humanos del [señor] Martín 
del Campo... porque en todo momento se respetaron [las] garantías indivi-
duales contempladas tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, como en la Convención Americana...”. Asimismo, el Estado señaló 
que la Comisión “no debe ser una cuarta instancia adicional a los mecanismos 
jurisdiccionales de los Estados [y que] el asunto... es cosa juzgada según lo es-
tablece el artículo 23 de la Constitución Federal, en el sentido de que ‘ningún 
juicio criminal deberá tener más de tres instancias’.9 

También al reconocimiento de no sólo haberse agotado las instancias en 
el derecho interno, sino al establecimiento de la culpabilidad en la comi-
sión de los delitos de acuerdo a lo juzgado por dichos órganos.

El 4 de abril de 2002 el Estado presentó sus observaciones sobre el fondo del 
caso, en las que señaló que cumplió su deber de investigar los presuntos he-
chos de tortura sufridos por el señor Martín del Campo y, para tal efecto, “se 
iniciaron expedientes tanto en la Procuraduría General de Justicia del Distrito 
Federal como en la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal y en 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos, las cuales dieron como resultado 
que no se encontraban elementos suf icientes para determinar que el [señor] 
Martín del Campo había sido torturado”. El Estado reiteró que el señor Al-

9   Corte IDH, caso Alfonso Martín del Campo Dodd vs. México, sentencia del 3 de 
septiembre de 2004, párr. 12.
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fonso Martín del Campo “ha tenido acceso a todos y cada uno de los recur-
sos judiciales y administrativos que ofrece el sistema jurídico mexicano para 
la defensa de sus derechos” y que todas estas instancias han determinado su 
culpabilidad en los hechos. F inalmente, el Estado informó que la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal ordenó la reapertura de la Averiguación 
Previa SC/3839/95-03 “con motivo de la presunta falsedad en declaraciones 
que habría incurrido el señor Sotero Galván Gutiérrez, con relación a la [pre-
sunta] tortura cometida en agravio del señor Alfonso Martín del Campo.10 

En dicho caso el Estado mexicano planteó una excepción preliminar 
ratione temporis de la Corte IDH, para no conocer los hechos anteriores a la 
fecha en que se reconoció la competencia contenciosa de dicho tribunal. 
Así, la Corte en el presente caso resolvió por unanimidad acoger la primera 
excepción preliminar ratione temporis interpuesta por el Estado mexicano, 
por lo que ordenó archivar el expediente y notif icar a las partes de ello.

Lo que podemos concluir en el presente caso contencioso es que, por 
razón de la vigencia de la aceptación de la competencia de la Corte, no se 
resuelve sobre el fondo del asunto, estando aquí ante una imposibilidad de 
juzgamiento: el asunto queda enteramente resuelto por la determinación 
de los órganos internos del Estado mexicano. 

B. Caso contencioso ante la CIDH en 2008

El caso Castañeda fue el primer caso conocido y juzgado en el fondo del 
asunto como contencioso ante la Corte, en el que el Estado mexicano se vio 
involucrado, y la relación de los hechos fueron la violación de los derechos 
políticos. Esta sentencia por parte de la Corte, pese a los argumentos de de-
fensa en su momento por el Estado presentados, ha sido objeto de ref lexión, 
análisis y propuesta de modif icación incluso en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, así como en la legislación interna, ya que los 
hechos juzgados forman parte de una reforma política que está próxima a 
aprobarse por el constituyente permanente, situación que mencionaremos 
en el apartado de conclusiones del presente trabajo.

Al respecto de la no existencia de un sistema electoral único, y volviendo 
al margen de apreciación, la Corte determinó:

Previo a ello, la Corte considera necesario señalar que, en términos generales, 
el derecho internacional no impone un sistema electoral determinado ni una 

10   Ibidem, párr. 28.
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modalidad determinada de ejercer los derechos a votar y a ser elegido. Ello se 
desprende de las normas que regulan los derechos políticos tanto en el ámbito 
universal como en el regional, y de las interpretaciones autorizadas realizadas 
por sus órganos de aplicación.11

Con relación a la no oposición de la existencia del régimen de partidos 
políticos y las candidaturas independientes, la Corte determinó en dicho 
caso lo siguiente: 

F inalmente, la Corte considera que ambos sistemas, uno construido sobre la 
base exclusivamente de partidos políticos, y otro que admite también candi-
daturas independientes, pueden ser compatibles con la Convención y, por lo 
tanto, la decisión de cuál sistema escoger está en las manos de la def inición 
política que haga el Estado, de acuerdo con sus normas constitucionales. A la 
Corte no se le escapa que en la región existe una profunda crisis en relación con 
los partidos políticos, los poderes legislativos y con quienes dirigen los asuntos 
públicos, por lo que resulta imperioso un profundo y ref lexivo debate sobre la 
participación y la representación política, la transparencia y el acercamiento 
de las instituciones a las personas, en def initiva, sobre el fortalecimiento y la 
profundización de la democracia. La sociedad civil y el Estado tienen la respon-
sabilidad, fundamental e inexcusable de llevar a cabo esta ref lexión y realizar 
propuestas para revertir esta situación. En este sentido los Estados deben valo-
rar de acuerdo con su desarrollo histórico y político las medidas que permitan 
fortalecer los derechos políticos y la democracia, y las candidaturas indepen-
dientes pueden ser uno de esos mecanismos, entre muchos otros.12 

Este posicionamiento de la Corte es de suma trascendencia, ya que re-
conoce en sentido general el margen de apreciación por el Estado, cuando 
af irma claramente “la decisión de cuál sistema escoger está en las manos 
de la def inición política que haga el Estado, de acuerdo con sus normas 
constitucionales”. Sin embargo, cabe resaltar el resto del establecimiento 
del resolutivo en este caso, reconociendo la situación de descrédito que 
existe hacia el sistema de partidos y la recomendación de revertir esta situa-
ción, dotando de “una responsabilidad fundamental e inexcusable” tanto 
a la sociedad civil como al Estado para lograrlo. Esta es una clara muestra 

11   Corte IDH, caso Castañeda Gutman vs. México, sentencia del 6 de agosto de 
2008, párr. 162.

12   Ibidem, párr. 204.
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de que la Corte reconoce, valora y aprecia los esfuerzos que en específ ico 
tendrá que hacer el Estado mexicano para cambiar la situación de recupe-
rar la conf ianza en los procesos electorales y así consolidar la democracia.

C. Casos contenciosos ante la CIDH en 2009

a. Primer caso

En el caso González y otras (Campo Algodonero) vs. México no se aplica 
en ningún sentido el margen de apreciación, ya que, desde mi punto de 
vista, es de los denominados casos difíciles. El presente caso se origina con: 

La demanda se relaciona con la supuesta responsabilidad internacional del 
Estado por “la desaparición y ulterior muerte” de las jóvenes Claudia Ivette 
González, Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez 
(en adelante “las jóvenes González, Herrera y Ramos”), cuyos cuerpos fueron 
encontrados en un campo algodonero de Ciudad Juárez el día 6 de noviembre 
de 2001. Se responsabiliza al Estado por “la falta de medidas de protección a las 
víctimas, dos de las cuales eran menores de edad; la falta de prevención de estos 
crímenes, pese al pleno conocimiento de la existencia de un patrón de violencia 
de género que había dejado centenares de mujeres y niñas asesinadas; la falta de 
respuesta de las autoridades frente a la desaparición... la falta de debida diligen-
cia en la investigación de los asesinatos... así como la denegación de justicia y la 
falta de reparación adecuada.13

Respecto a los derechos violados la Comisión solicitó se declarara res-
ponsable al Estado mexicano por: 

[L]a violación de los derechos consagrados en los artículos 4 (Derecho a la 
Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 8 (Garantías Judiciales), 19 (De-
rechos del Niño) y 25 (Protección Judicial) de la Convención, en relación con 
las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 (Obligación de Respetar los 
Derechos) y 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno) de la mis-
ma, y el incumplimiento de las obligaciones que derivan del artículo 7 de la 

13   Corte IDH, caso González y otras (Campo Algodonero) vs. México, sentencia 
del 16 de noviembre de 2009, párr. 1.
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Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(en adelante “Convención Belém do Pará”).14

En este caso se presenta por primera vez la aceptación del Estado mexi-
cano de una responsabilidad, aunque parcial, de la violación de ciertos 
derechos humanos, siendo el establecimiento en la sentencia de la siguiente 
manera:

El Estado reconoce que en la primera etapa de las investigaciones, entre el 2001 
y el 2003, se presentaron irregularidades. 

[En] la segunda etapa de las investigaciones de estos tres casos, a partir del 
año 2004... se subsanaron plenamente las irregularidades, se reintegraron los 
expedientes y se reiniciaron las investigaciones con un sustento científ ico, inclu-
so con componentes de apoyo internacional.

...
El Estado reconoce que, derivado de las irregularidades antes referidas, 

se afectó la integridad psíquica y dignidad de los familiares de Claudia Ivette 
González, Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez. 
No obstante, se exponen con amplitud los apoyos con recursos económicos, 
asistencia médica y psicológica y asesoría jurídica que se ha venido prestando 
a los familiares de cada una de las tres víctimas, constituyendo una reparación 
al daño causado.

Sin embargo, el Estado estima que en estos tres casos no puede alegarse en 
modo alguno la conf iguración de violación al derecho a la vida, a la integridad 
personal, a la dignidad y a la libertad personal de Esmeralda Herrera Monreal, 
Claudia Ivette González y Laura Berenice Ramos Monárrez. Por un lado, en 
ninguno de los tres homicidios participaron agentes del Estado. Por otro lado, 
se presenta amplia información que demuestra el pleno cumplimiento de la 
obligación de medio del Estado a este respecto incluso, con los resultados con-
tundentes de las investigaciones y casos resueltos entre 1993 y esta fecha. 

En el mismo sentido, el Estado ha emprendido acciones plenamente demos-
tradas para proteger y promover los derechos de los niños, por lo que no se pue-
de declarar violación al artículo 19 de la Convención Americana en perjuicio 
de las víctimas. En suma, el Estado no puede ser declarado responsable directa 
ni indirectamente de haber violado el derecho a la vida, integridad personal y 
libertad personal en el caso sub judice.15

14   Ibidem, párr. 2.
15   Corte IDH, caso González y otras, párr. 20.
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En este sentido la Corte estableció lo siguiente:

En el presente caso, la Corte considera que el reconocimiento parcial de res-
ponsabilidad efectuado por el Estado constituye una contribución positiva al 
desarrollo de este proceso, al buen despacho de la jurisdicción interamericana 
sobre derechos humanos, a la vigencia de los principios que inspiran la Con-
vención Americana y a la conducta a la que están obligados los Estados en esta 
materia, en virtud de los compromisos que asumen como partes en los instru-
mentos internacionales sobre derechos humanos.16

Este caso ref leja una situación alarmante respecto a la violación de va-
rios derechos, y con la condición, además, de que las víctimas son mujeres, 
con la discriminación por razón de género. Los datos aportados en la pro-
pia sentencia establecen: 

En cuanto a las desapariciones de mujeres, según informes del 2003 del CE-
DAW y Amnistía Internacional, las ONGs nacionales mencionan alrededor de 
400, entre los años 1993 y 2003, mientras que según el Informe de la Relatora 
de la CIDH, para el año 2002 no se había encontrado el paradero de 257 
mujeres declaradas como desaparecidas entre 1993 y 2002. Por otra parte, la 
F iscalía Especial para la Atención de Delitos Relacionados con los Homicidios 
de Mujeres en el Municipio de Juárez (en adelante la “F iscalía Especial”) es-
tableció que en el período entre 1993 y 2005 hubo 4.456 reportes de mujeres 
desaparecidas y el 31 de diciembre de 2005 había 34 mujeres pendientes de 
localizar. En cuanto a las desapariciones de mujeres, según informes del 2003 
del CEDAW y Amnistía Internacional, las ONGs nacionales mencionan alre-
dedor de 400, entre los años 1993 y 2003, mientras que según el Informe de la 
Relatora de la CIDH, para el año 2002 no se había encontrado el paradero de 
257 mujeres declaradas como desaparecidas entre 1993 y 2002. Por otra parte, 
la F iscalía Especial para la Atención de Delitos Relacionados con los Homici-
dios de Mujeres en el Municipio de Juárez (en adelante la “F iscalía Especial”) 
estableció que en el período entre 1993 y 2005 hubo 4.456 reportes de mujeres 
desaparecidas y el 31 de diciembre de 2005 había 34 mujeres pendientes de 
localizar.17

Dentro de la sentencia se establecen, además de la información propor-
cionada por los organismos de carácter internacional, los datos aportados 

16   Ibidem, párr. 26.
17   Corte IDH, caso González y otras, párr. 119.
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por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con relación a la 
cifra de mujeres desaparecidas:

En sentido similar se pronunció la CNDH en el 2003, aunque no en relación a 
las cifras proporcionadas por la F iscalía Especial, y señaló que observó “la falta 
de diligencia con la que se han emprendido las acciones, por parte de la [Procu-
raduría General de Justicia del Estado], de los casos de mujeres reportadas como 
desaparecidas” y que las autoridades proporcionaron diferentes informes a la 
CNDH de los proporcionados a organismos internacionales. A su vez, la CNDH 
indicó que al ser requerida of icialmente información y el estado actual de las 
investigaciones, “se recibió como respuesta que no estaban en posibilidad de 
saber cuál había sido el destino de 2.415 casos, toda vez que ‘los expedientes no 
los tenían físicamente.18

México, pese a haber reconocido parcialmente la responsabilidad inter-
nacional, en este caso, además, por vez primera, queda evidenciado el pa-
pel tan def iciente que han tenido sus autoridades para resolver este proble-
ma que se ha presentado en específ ico en Ciudad Juárez, Chihuahua, con 
relación a la protección y defensa de los derechos humanos de las mujeres, 
de una manera alarmante como ya se ha dicho, pero que no es exclusivo, 
por desgracia, en esa ciudad, sino que, además, se sigue presentado, aunque 
en menor medida, en otras localidades del país. Si bien es cierto México 
ha tratado de establecer normativa y ciertas políticas públicas a favor de 
las mujeres, y contra la discriminación y la violencia de género, hace fal-
ta mucho camino por recorrer para frenar esta situación. Actualmente el 
gobierno mexicano ha entablado una lucha frontal contra el crimen orga-
nizado con relación al problema del narcotráf ico. Este caso, como ya lo 
señalábamos, se ref iere a la demanda en relación con tres mujeres, pero 
como se ha expuesto, este problema podría comprender cientos más de 
ellos. Sin que pueda contarse con datos duros, lo que podemos concluir 
es que también se trata en estos casos de graves violaciones a los derechos 
humanos por parte del crimen organizado, aunque esto sea negado por los 
informes of iciales, esperando por el propio bien que las autoridades, junto 
con la sociedad, puedan llegar a erradicar dicho problema que aqueja a 
una parte vulnerable de la población mexicana.

18   Ibidem, párr. 120.
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b. Segundo caso

En el caso Radilla Pacheco, en virtud de la desaparición forzada, entre 
otros derechos humanos conculcados, con relación implícita a la doctrina 
del margen de apreciación se estableció en la sentencia por parte de la Cor-
te lo siguiente respecto a la obligación del Estado de establecer la verdad a 
través de procesos judiciales:

Al respecto, la Corte considera pertinente reiterar, como lo ha hecho en otros 
casos, que la “verdad histórica” documentada en los informes y recomendacio-
nes de órganos como la Comisión Nacional, no completa o sustituye la obliga-
ción del Estado de establecer la verdad también a través de procesos judicia-
les.19 Ello no obsta para que la Corte tome en consideración los documentos 
elaborados por dicha Comisión Nacional cuando estén relacionados con la su-
puesta responsabilidad internacional del Estado.

Adicionalmente, la Corte ha considerado que, en el marco de los artículos 
1.1, 8 y 25 de la Convención Americana, los familiares de las víctimas tienen el 
derecho, y los Estados la obligación, a que los hechos sean efectivamente inves-
tigados por las autoridades estatales y, en ese sentido, a conocer la verdad de lo 
sucedido. De manera particular, la Corte ha establecido el contenido del dere-
cho a conocer la verdad en su jurisprudencia en casos de desaparición forzada 
de personas. En tal sentido, ha conf irmado la existencia de un ‘d]erecho de los 
familiares de la víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dón-
de se encuentran sus restos’. Además, correlativamente, en este tipo de casos 
se entiende que los familiares de la persona desaparecida son víctimas de los 
hechos constitutivos de la desaparición forzada, lo que les conf iere el derecho 
a que los hechos sean investigados y que los responsables sean procesados y, en 
su caso, sancionados. Así, la Corte recuerda que el derecho a la verdad se en-
cuentra subsumido en el derecho de la víctima o de sus familiares a obtener de 
los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios 
y las responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el juzga-
miento que previenen los artículos 8 y 25 de la Convención. En consecuencia, 
en este caso no se pronunciará respecto del alegato de la supuesta violación 
del artículo 13 de la Convención Americana formulado por los representantes 
(supra párr. 5).20

19   Véase caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, párr. 150, y caso Anzualdo 
Castro vs. Perú, párr. 180.

20   Corte IDH, caso Radilla Pacheco vs. México, sentencia del 23 de noviembre de 
2009, párrs. 114 y 115.
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En este mismo sentido en dicha sentencia se establece:

La Corte ha considerado que el Estado está en la obligación de proveer recursos 
judiciales efectivos a las personas que aleguen ser víctimas de violaciones de 
derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de confor-
midad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la 
obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno 
ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se 
encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1).

La Corte ha establecido reiteradamente que los Estados Partes en la Con-
vención Americana tienen el deber general de adecuar su derecho interno a las 
disposiciones de dicho tratado para garantizar los derechos que éste consagra 
(supra párr. 144). En el caso de la desaparición forzada de personas, esta obliga-
ción se corresponde con el artículo I d) de la CIDFP, el cual establece que los 
Estados Partes en la misma se comprometen a tomar las medidas de carácter 
legislativo, administrativo, judicial o de cualquier otra índole, necesarias para 
cumplir con los compromisos por ellos asumidos.21 

D. Casos contenciosos ante la CIDH en 2010

a. Primer caso

En el caso Fernández Ortega, la CIDH solicitó al Tribunal que declara-
ra al Estado responsable por la violación de los artículos 5 (integridad per-
sonal), 8o. (garantías judiciales) y 25 (protección judicial) de la Convención, 
en relación con la obligación general de respeto y garantía de los derechos 
humanos establecida en el artículo 1.1 del mismo instrumento. Adicional-
mente, señaló que México es responsable por la violación del artículo 11 
(protección de la honra y de la dignidad) de la Convención, en relación 
con la obligación general de respeto y garantía de los derechos humanos 
establecida en el artículo 1.1 del mismo instrumento, y del artículo 7o. de 
la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer (en adelante, la Convención de Belém do Pará). También consideró 
que el Estado incumplió las obligaciones emanadas de los artículos 1o., 
6o. y 8o. de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura (en adelante Convención contra la Tortura). 

21   Ibidem, párr. 317.
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En la audiencia pública México efectuó un reconocimiento parcial de su 
responsabilidad internacional en los siguientes términos:

El Estado mexicano reconoce ante esta Corte, primero, que la falta de atención 
médica especializada, que debía haber incluido la parte psicológica y no sólo 
la física, a la señora Fernández Ortega, y que debió realizarse sin dilación, 
constituye una violación f lagrante al artículo 8.1 de la Convención Americana. 
Segundo, que la extinción de la prueba pericial tomada de la víctima constituye 
también una f lagrante violación del artículo 8.1 de la Convención Americana. 
Tercero, que no obstante los esfuerzos realizados por las autoridades, existen 
dilación y ausencia de debida diligencia en las investigaciones y por tanto se 
conf iguran diversas violaciones a los artículos 8.1 y 25 de la Convención Ame-
ricana y, en consecuencia, también al artículo 5.1 del mismo ordenamiento, por 
lo que hace a la integridad psicológica de la señora Fernández Ortega. Este es... 
el reconocimiento de responsabilidad internacional del Estado por violaciones 
a la Convención Americana... que hoy viene a presentar... con el f in de que 
la Corte dicte las reparaciones exigibles por el derecho internacional y por su 
jurisprudencia.22

En este sentido la Corte determina lo siguiente con relación al reconoci-
miento de la responsabilidad:

En lo que se ref iere a los hechos, la Corte observa que el Estado reconoció par-
cialmente su responsabilidad internacional de manera suf icientemente clara y 
específ ica respecto de la dilación en la atención médica y psicológica a la señora 
Fernández Ortega, la extinción de la prueba pericial tomada a la presunta vícti-
ma y la dilación y ausencia de debida diligencia en las investigaciones del caso. 
Con base en esos hechos, México reconoció su responsabilidad internacional 
por las violaciones a los derechos a las garantías judiciales y a la protección 
judicial establecidos en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, así 
como el derecho a la integridad personal establecido en el artículo 5 del mismo 
tratado, en este último caso únicamente en lo que se ref iere a la afectación psi-
cológica, en perjuicio de la señora Fernández Ortega. F inalmente, en cuanto 
a las pretensiones sobre las reparaciones, con base en su reconocimiento de 
responsabilidad, el Estado solicitó al Tribunal que dicte aquellas medidas ade-
cuadas con el derecho internacional y su jurisprudencia.23 

22   Corte IDH, caso Fernández Ortega y otros vs. México, sentencia del 30 de agos-
to de 2010, párr. 16.

23   Ibidem, párr. 23.

DR © 2012, Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas



301ESTADO MEXICANO Y LA CORTE INTERAMERICANA

Después de ello, la Corte decide aceptar el reconocimiento por parte del 
Estado mexicano de responsabilidad internacional y calif icarlo como una 
admisión parcial de hechos y un allanamiento parcial a las pretensiones de 
derecho contenidas en la demanda de la Comisión, y en el escrito de solici-
tudes y argumentos de los representantes la sentencia ref iere en específ ico:

La Corte Interamericana valora el reconocimiento realizado por México y con-
sidera que constituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso, 
a la vigencia de los principios que inspiran la Convención Americana y a la 
conducta a la que están obligados los Estados en esta materia, en virtud de los 
compromisos que asumen como parte en los instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos.24

A continuación mencionaremos el argumento que presentó el Estado 
mexicano para establecer que no se había afectado la garantía de juez 
competente, y sobre la alternancia del fuero civil y militar:

El Estado en su contestación de la demanda sostuvo, entre otros argumentos, 
que no se afectó la garantía de juez competente, independiente e imparcial 
dado que las actuaciones realizadas hasta el momento corresponden a autori-
dades ministeriales. Por ello, se ha planteado a la Corte que sancione una ex-
pectativa de violación que no deviene de un hecho consumado y que tampoco 
ha producido perjuicio a la señora Fernández Ortega, ya que no “ha sido sujeta 
a la jurisdicción militar, ni su reclamación ha sido conocida por un tribunal 
militar”. Adicionalmente, México señaló que “[e]l desarrollo de las investiga-
ciones ha sido un elemento central para la determinación de competencias. Es 
decir, la investigación fue iniciada por la autoridad civil ante la cual se presentó 
la denuncia. Ante el señalamiento de la participación de los elementos de las 
Fuerzas Armadas, la investigación se trasladó al Ministerio Público Militar”. La 
alternancia entre el fuero civil y el militar en diferentes oportunidades se debe 
a la falta de colaboración de la presunta víctima, lo cual impidió el avance de 
las investigaciones. Una vez que la señora Fernández Ortega decidió compa-
recer para la realización de un retrato hablado e identif icación en un álbum 
fotográf ico e “individualizó la presunta responsabilidad” de personal militar, 
el fuero civil trasladó nuevamente el expediente al Ministerio Público Militar. 
A partir de la última declinación de competencia por parte de la Procuraduría 
General de Justicia del estado de Guerrero, la investigación se radicó en una 

24   Corte IDH, caso Fernández Ortega y otros vs. México, párr. 25.
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agencia especial de la Procuraduría General de Justicia Militar la cual ha rea-
lizado diversas diligencias y se espera que arrojen resultados concretos sobre 
los hechos alegados en el presente caso. Por ello, solicitó que el Tribunal de-
clare la inexistencia de violaciones a los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana, en perjuicio de la señora Fernández Ortega. Posteriormente, en la 
audiencia pública, el Estado manifestó que “no har[ía] alegato alguno respecto 
del ejercicio de la justicia militar en materia de competencias jurisdiccionales 
en este caso, en virtud de que la Corte se ha pronunciado ya en forma def initiva 
en su Sentencia sobre el caso... Radilla [Pacheco] sobre este aspecto, Sentencia 
que está... en proceso de cumplimiento por parte del Estado mexicano (supra 
párr. 17).25

En respuesta al posicionamiento del Estado, la Corte en la sentencia 
estableció lo siguiente: 

En primer lugar, en cuanto al alegato del Estado que af irma que no se han 
conf igurado violaciones a las garantías judiciales ni a la protección judicial por-
que las investigaciones se mantienen en la órbita ministerial, la Corte recuerda 
su jurisprudencia en el sentido de que las garantías del artículo 8.1 de la Con-
vención no se aplican solamente a jueces y tribunales judiciales o procesos judi-
ciales. En particular, en relación con las investigaciones llevadas a cabo por el 
Ministerio Público, el Tribunal ha establecido que, dependiendo de las circuns-
tancias del caso, puede tener que analizar los procedimientos que se vinculan 
y constituyen el presupuesto de un proceso judicial, particularmente, las tareas 
de investigación de cuyo resultado depende el inicio y el avance del mismo. Por 
tal motivo, la Corte se pronunciará sobre las investigaciones llevadas a cabo en 
el presente caso y determinará si han existido violaciones a los derechos a las 
garantías judiciales y a la protección judicial y, en su caso, incumplimientos de 
otras normas interamericanas en dicho procedimiento interno.

En particular, sobre la intervención de la jurisdicción militar para conocer 
hechos que constituyen violaciones a derechos humanos, este Tribunal recuer-
da que recientemente se ha pronunciado al respecto en relación con México en 
el caso Radilla Pacheco. Teniendo en cuenta lo anterior y lo señalado por el 
Estado (supra párr. 17), a efectos del presente caso el Tribunal estima suf iciente 
reiterar que:

En un Estado democrático de derecho, la jurisdicción penal militar ha de 
tener un alcance restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección 

25   Ibidem, párr. 174.

DR © 2012, Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas



303ESTADO MEXICANO Y LA CORTE INTERAMERICANA

de intereses jurídicos especiales, vinculados a las funciones propias de las fuer-
zas militares. Por ello, el Tribunal ha señalado anteriormente que en el fuero 
militar sólo se debe juzgar a militares activos por la comisión de delitos o faltas 
que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden 
militar. 

Asimismo... tomando en cuenta la naturaleza del crimen y el bien jurídico 
lesionado, la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para investi-
gar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de violaciones de derechos 
humanos sino que el procesamiento de los responsables corresponde siempre a 
la justicia ordinaria. En tal sentido, la Corte en múltiples ocasiones ha indicado 
que “[c]uando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe 
conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a for-
tiori, el debido proceso”, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente ligado al 
propio derecho de acceso a la justicia. El juez encargado del conocimiento de 
una causa debe ser competente, además de independiente e imparcial.

[F]rente a situaciones que vulneren derechos humanos de civiles bajo ningu-
na circunstancia puede operar la jurisdicción militar.

La Corte [ha destacado] que cuando los tribunales militares conocen de ac-
tos constitutivos de violaciones a derechos humanos en contra de civiles ejercen 
jurisdicción no solamente respecto del imputado, el cual necesariamente debe 
ser una persona con estatus de militar en situación de actividad, sino también 
sobre la víctima civil, quien tiene derecho a participar en el proceso penal no 
sólo para efectos de la respectiva reparación del daño sino también para hacer 
efectivos sus derechos a la verdad y a la justicia... En tal sentido, las víctimas 
de violaciones a derechos humanos y sus familiares tienen derecho a que tales 
violaciones sean conocidas y resueltas por un tribunal competente, de confor-
midad con el debido proceso y el acceso a la justicia. La importancia del sujeto 
pasivo trasciende la esfera del ámbito militar, ya que se encuentran involucra-
dos bienes jurídicos propios del régimen ordinario.26 

b. Segundo caso

En el caso Rosendo Cantú y otra, la Comisión solicitó a la Corte IDH 
que:

[D]eclare que el Estado es responsable por la violación de los artículos 5 (Inte-
gridad Personal), 8 (Garantías Judiciales), 25 (Protección Judicial), 11 (Protec-
ción de la Honra y de la Dignidad) y 19 (Derechos del Niño) de la Convención 

26   Corte IDH, caso Fernández Ortega, párr. 176.
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Americana, en relación con la obligación general de respeto y garantía de los 
derechos humanos establecida en el artículo 1.1 del mismo instrumento, en 
perjuicio de la señora Rosendo Cantú. También solicitó se declare la respon-
sabilidad del Estado por la violación del artículo 5 (Integridad Personal) de 
la Convención en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la 
niña Yenys Bernardino Rosendo, hija de la señora Rosendo Cantú. Asimismo, 
señaló que México es responsable por la violación del artículo 7 de la Conven-
ción Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer... y de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura... en perjuicio de la señora Rosendo Cantú. 
Con base en lo anterior, la Comisión solicitó al Tribunal que ordene al Estado 
determinadas medidas de reparación.27

Por tercera ocasión el Estado mexicano, dentro de la audiencia pública 
efectuó un reconocimiento parcial de su responsabilidad internacional en 
los siguientes términos:

El Estado mexicano reconoce ante esta Corte: primero, que la falta de atención 
médica, oportuna y especializada a la señora... Rosendo Cantú al momento de 
la presentación de su denuncia penal, constituye una violación al artículo 8.1 
de la Convención Americana; segundo, que la falta de atención especializada 
a la señora... Rosendo Cantú en su calidad de menor de edad al momento de 
la presentación de la denuncia penal, constituyó un incumplimiento por parte 
del Estado mexicano del deber de proteger los derechos del niño previsto en 
el artículo 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; tercero, 
que existe dilación en la integración de las investigaciones y que, por tanto, se 
conf iguran violaciones a los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; cuarto, que derivado del retraso en las investigacio-
nes se conf igura una violación al artículo 5.1 del mismo instrumento jurídico 
por lo que hace a la integridad psicológica de la señora... Rosendo Cantú. [E]
stos hechos y su impacto en el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos son las únicas responsabili-
dades que reconoce el Estado mexicano.28 

27   Corte IDH, caso Rosendo Cantú y otra vs. México, sentencia del 31 de agosto 
de 2010, párr. 3.

28   Ibidem, párr. 16.
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Una vez más la Corte valora el reconocimiento hecho por México, y 
considera que: 

[C]onstituye una contribución positiva al desarrollo de este proceso, a la vigen-
cia de los principios que inspiran la Convención Americana y a la conducta a la 
que están obligados los Estados en esta materia, en virtud de los compromisos 
que asumen como parte en los instrumentos internacionales sobre derechos 
humanos.29

De nuevo el presente caso, como los casos Radilla Pacheco y Fernández 
Ortega, básicamente ref ieren al conocimiento de una jurisdicción militar 
de violación de los derechos humanos, situación que en las anteriores sen-
tencias condena de manera enfática la Corte, la que entiende que no puede 
ser esto posible en un Estado democrático. Los argumentos aportados por 
el Estado mexicano coinciden con los referidos en las contestaciones de las 
demandas de los casos citados. Por lo que hace al margen de apreciación 
nos permitimos analizar el voto concurrente que realiza el juez ad hoc, Ale-
jandro Espinosa, en el presente caso, pero también en relación con el caso 
Fernández Ortega y otros vs. México, sobre el razonamiento ad cautelam que 
en su opinión debiera observar el Estado mexicano, af irma lo siguiente:

Como lo indica la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la sub-
sidiaridad de la jurisdicción interamericana de los derechos humanos frente a 
la jurisdicción interna es fundamental, por ser coadyuvante y también comple-
mentaria de la que ofrece el derecho interno de los estados americanos; por ello 
considero que la adecuada interpretación del artículo 13 de la Constitución de 
los Estados Unidos Mexicanos debe llevar a armonizar no sólo el articulo 57 
fracción II inciso a) del Código de Justicia Militar, sino también los supuestos 
previstos en los incisos b), c), d), y e), del instrumento normativo indicado.

El Estado mexicano debe procurar que no ocurra más la inseguridad jurí-
dica que representa a un gobernado el hecho de que se investiguen delitos por 
una y otra aplicación de fuero constitucional, esto es, que se instruyan procedi-
mientos de investigación sin criterios jurídicos def inidos derivados de la relato-
ría de los hechos, dado que si se imputan conductas delictivas a militares resulta 
poco congruente que se asuman investigaciones en el fuero común, dejando 

29   Ibidem, párr. 25.
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en estado de indefensión a las víctimas frente a la falta de recursos legales para 
enderezar sus defensas y garantizar su acceso a la justicia.30

c. Tercer caso

En el caso Cabrera García y Montiel F lores vs. México, la demanda se 
genera con relación a los siguientes hechos: con la alegada responsabilidad 
del Estado por el sometimiento de los señores Teodoro Cabrera García y 
Rodolfo Montiel F lores (en adelante, los señores Cabrera García y Montiel 
F lores o los señores Cabrera y Montiel)

A tratos crueles, inhumanos y degradantes, mientras se encontraban detenidos 
y bajo custodia de miembros del Ejército mexicano, por su falta de presentación 
sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado para ejercer funciones 
judiciales que controlara la legalidad de la detención, y por las irregularidades 
acaecidas en el proceso penal que se adelantó en su contra.

Además, la demanda se ref iere a la supuesta falta de debida diligencia 
en la investigación y sanción de los responsables de los hechos, la falta de 
investigación adecuada de las alegaciones de tortura y la utilización del 
fuero militar para la investigación y juzgamiento de violaciones a los dere-
chos humanos.

Una vez más nos encontramos con el cuarto caso promovido ante la 
Corte, que tiene como fondo el conocer por parte de integrantes del Ejér-
cito Mexicano, respecto de violaciones a los derechos humanos. Dentro de 
los alegatos f inales planteados por los representantes informaron que: 

[L]a Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública ‘establece un 
registro administrativo de detenciones así como los datos que debe contener, 
recabar o actualizar’; pero también sostuvieron que el referido registro ‘se li-
mita a recabar datos de identif icación de la persona e información sobre la 
detención en sí, más el lugar a dónde la autoridad captora dice que f inalmente 
será trasladado el detenido, lo cual deja sin registra[r] la cadena de custodia de 
la persona a partir de la detención. Tampoco garantiza acceso a la información 
sobre el paradero físico del detenido’. F inalmente agregaron que ‘no existe una 
contradicción entre un registro público de detenidos y los derechos de los mis-

30   Voto concurrente del juez ad hoc, Alejandro Espinosa, en caso Rosendo Cantú y 
otra vs. México, párrs. 3 y 5.
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mos (privacidad y dignidad)’, ya que existirían ‘varias técnicas’ para conciliar 
ambos derechos y superar el obstáculo mencionado por el Estado. 

Frente a ello, el Estado hizo presente que los representantes reconocen 
la existencia de un registro de detenidos en México, con “características 
que salvaguardan la privacidad”. Sostuvo que la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y su reglamento 
determinan que “las autoridades no se encuentran autorizadas para reve-
lar la información consistente en datos personales, salvo que medie acepta-
ción expresa del interesado”, y que “[b]ajo ninguna circunstancia se podrá 
proporcionar información contenida en [tal registro] a terceros”. Asimis-
mo, enfatizó que la citada ley prevé como reservada aquella información 
que “pueda impedir u obstruir las acciones o medidas implementadas para 
evitar la comisión de [delitos], o bien, las atribuciones que ejerce el Minis-
terio Público durante la averiguación previa y ante los tribunales del Poder 
Judicial de la Federación”. Además de lo anterior, se ref irió al “Registro 
Administrativo de Detenciones”, su contenido, la necesidad de actualizar 
la información contenida en él, y la disposición relevante que señala que 
“[e]l Ministerio Público y la policía deberán informar a quien lo solicite de 
la detención de una persona y, en su caso, la autoridad a cuya disposición 
se encuentre”.31 

En relación con la invocación de normas nacionales como las que se han 
referido, la sentencia establece el margen de apreciación frente al Estado, 
de una manera tácita, cuando establece y recomienda lo siguiente:

Como se desprende de los anexos presentados por el Estado, la reforma cons-
titucional del año 2008 se ref iere a un registro de detenciones, cuya existencia 
no es alcanzada por el período de ocho años de vacatio legis establecida en las 
disposiciones transitorias de dicha reforma constitucional. Asimismo, consta en 
autos que en el Estado de México ya existe un sistema de registro que debe ser-
vir para ‘informar a quien lo solicite de la detención de una persona’. Sobre la 
pertinencia de impulsar un mayor acceso público a este registro y su debida ac-
tualización, el Subcomité de las Naciones Unidas para la Prevención de la Tor-
tura, en 2010, recomendó: [Q]ue las Procuradurías confeccionen un sistema 
de cadena de custodia de las personas detenidas con un registro normalizado 
para anotar, en el instante preciso y de forma completa, la información esencial 

31   Corte IDH, caso Cabrera García y Montiel F lores vs. México, sentencia del 26 
de noviembre de 2010, párrs. 239 y 240.
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acerca de la privación de libertad de una persona y de los funcionarios bajo 
cuya responsabilidad se encuentra en cada momento, así como de los médicos 
responsables de certif icar su integridad física y mental. Ello debe permitir que 
los funcionarios responsables y las personas interesadas tengan acceso a esta 
información, preservándose desde luego los derechos a la intimidad, al honor y 
a la vida privada de las personas bajo custodia. Todas las entradas en el registro 
deberían estar f irmadas por un of icial y validadas por un superior. 

Asimismo, la Corte observa que según la Ley General del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública, los datos contenidos en el registro pueden ser entrega-
dos a quienes soliciten información sobre una persona actualmente detenida, 
lo que permite que se cumpla con la f inalidad de auxiliar en la defensa de los 
derechos de los detenidos. El Tribunal considera pertinente que se adopten las 
medidas para evitar que un mayor acceso público a esta información afecte el 
derecho a la vida privada, entre otros derechos de los detenidos. 

Teniendo en cuenta lo expuesto, la Corte considera que, en el marco del 
registro de detención que actualmente existe en México, es procedente adop-
tar las siguientes medidas complementarias para fortalecer el funcionamiento 
y utilidad de dicho sistema: i) actualización permanente; ii) interconexión de 
la base de datos de dicho registro con las demás existentes, de manera que se 
genere una red que permita identif icar fácilmente el paradero de las personas 
detenidas; iii) garantizar que dicho registro respete las exigencias de acceso a la 
información y privacidad, y iv) implementar un mecanismo de control para que 
las autoridades no incumplan con llevar al día este registro.32 

Es oportuno retomar algunas de las consideraciones que hiciera en su 
momento el juez ad hoc, Eduardo Ferrer MacGregor, en su voto razonado 
respecto a la cuarta instancia y al control de convencionalidad, que se dio 
en el presente caso, expresando que:

En tal sentido, si bien existe jurisprudencia constante relativa a los plantea-
mientos de excepciones preliminares por motivos de ‘cuarta instancia’, es la pri-
mera vez que se alega que los tribunales nacionales efectivamente ejercieron el 
‘control de convencionalidad’ en un proceso ordinario que fue seguido en todas 
sus instancias, incluyendo los recursos ordinarios y extraordinarios respectivos, 
por lo que no puede nuevamente analizarse por los jueces interamericanos al 
implicar una revisión de lo decidido por los tribunales nacionales que aplicaron 
normatividad interamericana. Al respecto, la Corte IDH reitera que si bien 

32   Corte IDH, sentencia Cabrera García, párrs. 241, 242 y 243.
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la protección internacional resulta ‘de naturaleza convencional coadyuvante o 
complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos’, 
como se expresa en el Preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (principio de subsidiariedad que también ha sido reconocido desde 
el inicio de su propia jurisprudencia),33 lo cierto es que para poder realizar un 
análisis valorativo del cumplimiento de determinadas obligaciones internacio-
nales “existe una intrínseca interrelación entre el análisis del derecho interna-
cional y de derecho interno” (párr. 16 de la sentencia).

Esta ‘interacción’ se convierte, en realidad, en una ‘viva interacción’ con 
intensos vasos comunicantes que propician el ‘diálogo jurisprudencial’, en la 
medida en que ambas jurisdicciones (la doméstica y la internacional) necesaria-
mente deben atender a la normatividad ‘nacional’ y a la ‘convencional’ en de-
terminados supuestos. Así sucede, en vía de ejemplo, con la valoración sobre la 
legalidad de una detención. La actuación de los órganos nacionales (incluidos 
los jueces), además de aplicar la normatividad que los rige en sede doméstica, 
tienen la obligación de seguir los lineamientos y pautas de aquellos pactos in-
ternacionales que el Estado, en uso de su soberanía, reconoció expresamente y 
cuyo compromiso internacional asumió. A su vez, la jurisdicción internacional 
debe valorar la legalidad de la detención a la luz de la normatividad interna, 
debido a que la propia Convención Americana remite a la legislación nacio-
nal para poder examinar la convencionalidad de los actos de las autoridades 
nacionales, ya que el artículo 7.2 del Pacto de San José remite a las ‘Cons-
tituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a 
ellas’ para poder resolver sobre la legalidad de la detención como parámetro 
de convencionalidad. Los jueces nacionales, por otra parte, deben cumplir con 
los demás supuestos previstos en el propio artículo 7 para no violentar el de-
recho convencional a la libertad personal, debiendo atender de igual forma a 
la interpretación que la Corte IDH ha realizado de los supuestos previstos en 
dicho numeral. 

De tal manera que para poder determinar si las actuaciones de los jueces 
nacionales resultan compatibles con el Pacto de San José, en determinados 
casos se tendrá que analizar su actuación a la luz de la propia normatividad 
interna y siempre atendiendo a la Convención Americana, especialmente para 

33   Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, fondo, sentencia del 29 de julio de 
1988, serie C, núm. 4, párr. 61: “La regla del previo agotamiento de los recursos inter-
nos permite al Estado resolver el problema según su derecho interno antes de verse en-
frentado a un proceso internacional, lo cual es especialmente válido en la jurisdicción 
internacional de los derechos humanos, por ser ésta ‘coadyuvante o complementaria’ 
de la interna (Convención Americana, Preámbulo)”.
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valorar lo que podríamos denominar el ‘debido proceso convencional’ (en sen-
tido amplio). Dicho análisis, por consiguiente, no puede constituir una ‘cuestión 
preliminar’, sino fundamentalmente representa una ‘decisión de fondo’, donde 
precisamente se analizaría, inter alia, si un determinado ejercicio del ‘control 
de convencionalidad’ por parte de los tribunales nacionales resultó compatible 
con las obligaciones contraídas por el Estado demandado y a la luz de la propia 
jurisprudencia interamericana.

Las anteriores consideraciones, por supuesto, no otorgan competencia abso-
luta a la Corte IDH para revisar en cualquier caso y condición la actuación de 
los jueces nacionales a la luz de la propia legislación interna, toda vez que ello 
implicaría examinar nuevamente los hechos, valorar las pruebas y emitir una 
sentencia que eventualmente pudiera tener por efecto conf irmar, modif icar o 
revocar el veredicto nacional; cuestión que claramente excedería la competen-
cia propia de esa jurisdicción internacional al sustituirse a la jurisdicción inter-
na y violentar el carácter subsidiario y complementario esencial de aquélla.34 

Las opiniones vertidas con relación a la consideración de una cuarta ins-
tancia, así como el control de convencionalidad, ha quedado de manif iesto 
de acuerdo a las opiniones y casos en concreto que son de conocimiento 
por los jueces nacionales, en una primera, segunda y hasta tercer instancia, 
ajustándose dichas ref lexiones a la doctrina del margen de apreciación por 
parte del Estado mexicano. Incluso, en este voto razonado se sostiene que 
en nuestro país estamos muy próximos a que se generen nuevas ref lexiones, 
y yo diría cambios trascendentales, en la forma de aplicar la justicia, por 
las próximas reformas constitucionales en materia de derechos humanos, 
ya que en la actualidad muchos de los jueces en una primera instancia se 
limitan a otorgar la protección de los derechos fundamentales que actual-
mente establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establecidos como garantías individuales, y no la protección que debiera 
hacerse en sentido integral a los derechos humanos, que el Estado mexica-
no se ha comprometido a aplicar.

34   Corte IDH, caso Cabrera García y Montiel F lores vs. México, sentencia y voto 
razonado del juez ad hoc Eduardo Ferrer MacGregor Poisot, párrs. 6-11.
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IV. Principales cambios introducidos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos 

y en la legislación interna para adecuarlos a la CADH

Cabe recordar que el Estado mexicano aceptó la competencia de la ju-
risdicción de la Corte IDH hace relativamente poco tiempo comparado 
con algunos otros países de la región. Al respecto, han sido evidentes algu-
nos cambios como los citamos a continuación. 

Se han cumplido recientemente 20 años de la creación del Organismo 
interno de protección de los derechos humanos, la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, que si bien es cierto sus resoluciones no contaban 
con fuerza vinculante, eran recomendaciones emitidas a las autoridades 
que violaran dichos derechos fundamentales. De manera reciente se han 
dado los cambios para alterar el carácter de las resoluciones, así como tam-
bién la conformación de los órganos a nivel nacional y estatal.

Dentro de los casos contenciosos presentados ante la Corte IDH, si bien 
es cierto ha llegado a sugerirse, mas no como imperativo dentro de las sen-
tencias, la modif icación a algún artículo de la Constitución, estamos muy 
próximos a que se establezcan trascendentes modif icaciones al respecto en 
la ley fundamental.

El caso Castañeda ha sido emblemático para la protección de los de-
rechos políticos en México. Ya se encuentra aprobada por el Senado y ac-
tualmente se discute para su aprobación en la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión una reforma política, que incluye varias reformas en 
la Constitución, entre las que permitiría las candidaturas independientes a 
los cargos de elección popular, que actualmente no existen en México, y que 
fue el motivo del caso interpuesto ante la Corte; no sólo la no idoneidad 
en su momento del recurso judicial del juicio de protección de los derechos 
políticos, denominado JDC, como un medio de impugnación en materia 
electoral, como se analizó en dicho caso, sino la posibilidad de que un ciu-
dadano pueda ser postulado a un cargo, sin que proceda específ icamente 
de algunos de los partidos con registro ante el órgano electoral. También, 
entre otros de los cambios que contiene dicha reforma, son la reelección 
para un periodo inmediato para los legisladores, que actualmente tampoco 
se contempla. Esto es una muestra que estamos próximos a tener el esta-
blecimiento de nuevas reglas en el juego político, que sin duda fortalecerá 
el Estado democrático de derecho.
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El caso Campo Algodonero ref iere a la violencia de género como una 
violación a los derechos de las mujeres, que, reiteramos, debe ser prevenida 
y erradicada por el Estado y la sociedad. Los días 6 y 7 de noviembre de 
2001, fueron encontrados ocho cadáveres de niñas y mujeres en un lote 
baldío al cual se le conoce como “Lote o Campo Algodonero”. La socie-
dad, organizada con una carta suscrita por más de 5000 personas, deman-
dó la intervención de la CIDH para que el Estado mexicano proporcionara 
una respuesta ef icaz a la violencia contra las mujeres.35 Este caso es indig-
nante, y no sólo alarmante por lo que ref lejan los datos proporcionados por 
los organismos nacionales e internacionales de protección de los derechos 
humanos, ya que es verdaderamente un fenómeno y una problemática que 
no ha se ha podido controlar, ni sancionar a los responsables en la totalidad 
de los casos. Si bien es cierto México ha tratado de hacer algunos cambios 
en la legislación —como por ejemplo en 2007, al publicar la Ley General de 
Acceso de la Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que incluso fue mo-
dif icada el 28 de enero de 2011, además como una respuesta puntual pre-
cisamente ante las demandas de los organismos de derechos humanos—, 
el presidente de la República designó a María Guadalupe Morfín Otero 
como comisionada para prevenir y erradicar la violencia contra las muje-
res en Ciudad Juárez, el 17 de octubre de 2003. 

Respecto a la actuación del Estado encontramos como resultado que el 
16 de febrero de 2006 la Subprocuraduría de Derechos Humanos, Aten-
ción a Víctimas y Servicios a la Comunidad, presentó el “Informe F inal, 
F iscalía Especial para la Atención de Delitos Relacionados con los Ho-
micidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua”. Aunque ya 
existían tres informes anteriores, éste:

Proporciona la suma de 379 homicidios de mujeres, de los cuales se han deteni-
do y sentenciado a 177 responsables y se han consignado y remitido por parte 
de las autoridades locales otros 238 casos, lo que equivale a 63.1 por ciento 
del total. Menciona que de las 47 mujeres desaparecidas se ubicaron 13 (una 
fallecida, 10 con vida y dos osamentas identif icadas). Ref iere sólo 24 homicidios 
de mujeres que pudieran ser de competencia de los tribunales federales. No 
encuentran un patrón que pudiera relacionar los asesinatos de mujeres con el 
crimen organizado, tampoco la de serialidad de los mismos. Cita las posibles 

35   Monárrez Fragoso, Julia, Violencia contra las mujeres e inseguridad ciudadana en Ciudad 
Juárez, México, Porrúa, 2010, p. 31.

DR © 2012, Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas



313ESTADO MEXICANO Y LA CORTE INTERAMERICANA

responsabilidad administrativas y/o penales en contra de 177 servidores públi-
cos.36

Estos son algunos de los datos que ref iere dicho informe, sin embargo, 
el problema existe y no se descarta que, en menor medida, pueda estarse 
registrando en algunos otros sitios de México. 

Para el resto de los casos conocidos ante la Corte IDH, Radilla Pacheco, 
Fernández Ortega, Rosendo Cantú y Cabrera García, lo que observamos 
son las violaciones a los derechos humanos por parte de elementos del 
Ejército Mexicano, a lo que en las citadas sentencias se ha establecido que 
a los presuntos responsables se les tiene que llevar ante las autoridades ci-
viles, y no juzgarse a través de autoridades militares, regidos por el Código 
de Justicia Militar, que data de 1933, aunque la última reforma a dicho 
ordenamiento se publicó en el Diario Of icial de la Federación el 29 de junio 
de 2005. 

Puntualmente, con estrecha relación a estos casos por la materia, y res-
pecto a las modif icaciones a la legislación interna, el 30 de noviembre de 
2010 se publicó la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en 
Materia de Secuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI del artículo 73 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Penal Federal, de la 
Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, de la Ley de la Policía Federal, de la Ley 
Federal de Telecomunicaciones y de la Ley General del Sistema de Segu-
ridad Pública. Señalando también que en mayo de 2011 se ha f irmado un 
convenio de colaboración entre la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos y la Secretaría de la Defensa Nacional, en el cual los elementos de 
esta última se comprometen a respetar y velar los derechos fundamentales.

Existe un reforma trascendental en materia de derechos humanos que 
está por salir publicada, ya que fue aprobada tanto por la Cámara de Di-
putados en diciembre de 2010 y por el Senado de la República en marzo 
de 2011, por lo que sólo falta la aprobación de las entidades federativas; 
el fundamento constitucional establece que se requiere que la mayoría de 
éstas aprueben las reformas que se realicen a la Constitución federal. Esta 
reforma establece y ref iere puntualmente la protección a los derechos hu-
manos —que actualmente no consagra nuestra norma fundamental, ya 
que sólo habla de garantías individuales—, incluye la modif icación a 13 

36   Ibidem, pp. 57 y 58.
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artículos de la parte dogmática de nuestro máximo ordenamiento consti-
tucional, que sin duda cambiará la aplicación de la justicia con relación a 
la protección de los derechos fundamentales; también, por consiguiente, 
habrá modif icación a la Ley de Amparo, que actualmente nos rige.

V. Retos y perspectivas, a manera de conclusión

El Estado mexicano enfrenta actualmente graves problemas con rela-
ción a la aplicación de justicia. El 18 de junio de 2008 se publicó en el 
Diario Of icial de la Federación el decreto de reforma constitucional en materia 
penal, para gradualmente transitar al sistema penal acusatorio en México e 
implementar la oralidad en los juicios, con las miras de arribar a una mayor 
ef iciencia y ef icacia en la resolución de los asuntos que sean conocidos por 
las autoridades jurisdiccionales en México. La existencia desde su origen 
del único recurso de naturaleza de protección de los derechos fundamen-
tales, como lo es el amparo (con excepción de los medios de impugnación 
en materia electoral), es una necesidad de una reforma e implementación 
de otros mecanismos a la protección de los derechos humanos en el país, 
como se avizora con la reforma de 2010 al artículo 17 constitucional, que 
establece las acciones colectivas. Esto lo citamos como antecedente de la 
aplicación de la doctrina del margen de apreciación que tendría que ex-
ponerse para los posibles y futuros casos presentados ante la Corte IDH. 

Los retos son muchos. Se sabe que algunos de los expuestos aquí son 
las reformas de vital importancia en materia de derechos humanos, la po-
lítica, que esperamos se encuentren vigentes muy pronto en México. Con 
relación a la participación de las Fuerzas Armadas, en nuevas tareas asig-
nadas, se espera que los compromisos recién asumidos sean también una 
realidad respecto a la observancia de los derechos humanos, ya sea que se 
encuentren consagrados en la Constitución o en los instrumentos de carác-
ter internacional que México ha suscrito y se ha comprometido a cumplir.

También ha quedado establecido que la Corte valora positivamente los 
esfuerzos realizados por México para adecuar su legislación interna a sus 
obligaciones internacionales. Existen algunas todavía pendientes, como la 
reforma al Código de Justicia Militar, que se aplica para investigar delitos 
cometidos por militares y en donde se encuentran involucradas víctimas 
civiles, tal como se ordenó modif icarse en el caso Radilla Pacheco. Sin em-
bargo, son muchas las reformas a las que en el corto plazo nos habremos 
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de afrontar, tal y como se ha establecido en el anterior apartado de este 
trabajo.

Coincidimos plenamente con el argumento expresado en un voto con-
currente por el juez Alejandro Espinosa, y con relación a este tema:

Derivado de un estudio retrospectivo y prospectivo, el Estado mexicano deberá 
rediseñar y fortalecer las políticas públicas que implican a sus Fuerzas Armadas 
para minimizar la interacción de los militares con la población civil, y de este 
modo garantizar la disminución no sólo de actos de molestia, sino también de 
violaciones a los derechos fundamentales de mayor agravio a la población civil, 
en las tareas que despliegan las fuerzas de la disciplina y que se han enfatizado 
por temas de seguridad pública en México; por lo que en su caso debe adoctri-
narse a los militares que realicen provisionalmente tareas de seguridad pública 
o vinculadas con la misma y con la investigación y persecución de los delitos en 
los que participan.37

Ha sido una verdadera evolución la que ha tenido el Estado mexicano 
con relación a sus compromisos asumidos ante la jurisdicción de la Cor-
te IDH, que incluso se han llegado a presentar reconocimientos parciales 
de responsabilidad internacional, que, hasta hace unos cuantos años, eran 
algo impensable. Este trabajo nos permite ref lexionar sobre la doctrina 
del margen de apreciación en relación con la existencia de los órganos de 
protección de carácter internacional, que nos permite volver a ver hacia 
el origen de los casos, mirar cómo es que se juzga a nivel nacional, qué 
argumentos tiene o tuvo en su momento para la aplicación de la justicia, 
en específ ico para el caso de la defensa de los derechos humanos, y cómo 
debiera aplicarse más esta teoría en favor del propio Estado.
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